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1. Introducción 

Todo tribunal de justicia tiene a su cargo la función jurisdiccional de resolver conflictos suscitados entre personas (sean físicas o jurídicas, públicas o privadas). Esta función jurisdiccional -en tanto administración de justicia- es una tarea propia e indelegable del Estado, ejercida exclusiva y privativamente por los órganos judiciales, esto es sin injerencia de los restantes órganos de poder, consistente en la aplicación de las normas positivas internas vigentes en nuestro país para la solución pacífica y civilizada de los conflictos producidos dentro de la jurisdicción nacional, restableciendo así el orden jurídico conculcado.  
Sin embargo, la Corte Suprema -dada su naturaleza política- posee otro tipo de función diferente a la judicial en la que interviene no ya como tribunal de justicia sino como órgano dirimente (como una especie de árbitro) en aquellas causas entre provincias. Consiste en una función política y no judicial, que surge tanto por la naturaleza de la causa como por la de las partes intervinientes, que debe dirimir una contienda que exige una decisión de naturaleza política y diplomática.
2. Competencia de la CSJN. 

Dada la estructura federal de nuestro país, coexisten dos órdenes de justicia. Por un lado, la justicia ordinaria que es ejercida, como principio general, por los jueces y tribunales de provincia (facultades reservadas por las provincias –art. 124, CN– y que asumen como obligación –art. 5º, CN), y por otro lado, según ciertos casos enumerados por el Art. 116 CN (por razón de la materia, de las personas o del lugar), en que interviene la justicia federal, siendo en este sentido una justicia de excepción, es decir no común, y suprema en lo que le concierne.  
La justicia federal se integra con la Corte Suprema y los “los demás tribunales inferiores que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación” (Art. 108, CN). Corresponde a estos el conocimiento de las causas que menciona el Art. 116 CN, en jurisdicción ordinaria y la Corte interviene sólo en grado de apelación. Por su parte, el art. 117 CN establece algunas causas que habilitan la jurisdicción originaria de la Corte: asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia fuese parte (Art. 117, CN). Este articulado establece los dos tipos de competencias para la Corte (la de apelación y la originaria).
Además, el Art. 127 CN, establece que “ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a otra provincia. Sus quejas deben ser sometidas a la Corte Suprema de Justicia y dirimidas por ella. Sus hostilidades de hecho son actos de guerra civil, calificados de sedición o asonada, que el Gobierno Federal debe sofocar y reprimir conforme a la ley”. A partir de este artículo, la Constitución le está confiriendo a la Corte otra facultad distinta a la de los arts. 116 y 117. 
3. El Rol de la CSJN en el Estado Federal. Origen del art. 127
Siguiendo el modelo norteamericano, nuestra Constitución Nacional erige una Corte Suprema de Justicia como órgano político
, cuya función principal es velar por el cumplimiento de la Constitución Nacional y de las garantías individuales que ésta contiene
, materializando así el principio federal de subordinación (entiéndanse jurídica) que rige la relación federal. 
A este respecto, se le confirió por Ley Nº 48, la facultad de revisar las sentencias de los tribunales inferiores, tanto federales como provinciales, a través del Recurso Extraordinario Federal, siempre que se encuentren en juego derechos de índole federal. En este sentido, “el recurso extraordinario, no fue pensado para hacer justicia sino para mantener la unión nacional”
.  
También surge del texto del art. 127, el cual le confiere competencia en asuntos que podrían denominarse como “cuestiones políticas no justiciables”, es decir, “no necesariamente conflictos judiciales en los cuales deba aplicarse el derecho, sino de cualquier conflicto interprovincial que, de otra forma, no tendría solución pacífica”
. 
La Corte ha sido concebida para garantizar, a través de la Constitución, la unidad nacional. En este sentido la misma Corte declaró que “la Constitución quiso hacer un solo país para un solo pueblo, pero no en forma de Nación centralizada, sino que ha fundado ‘una unión indestructible de Estado indestructibles’”
.  
Las continuas guerras intestinas que precedieron el dictado de la Constitución Nacional y la conformación del Estado Nacional, fueron un crudo antecedente que los convencionales quisieron desterrar para siempre. Uno de los objetivos principales de nuestra Constitución, enumerados en el Preámbulo, son, precisamente, el de constituir la unión nacional, el de consolidad la paz interior y el de proveer a la defensa común. En consonancia directa con estos propósitos, el Art. 127 prohíbe terminantemente el uso de la fuerza o cualquiera otra vía de hecho para dirimir las disputas entre los estados provinciales. Además, en el deslinde de competencias estructurada a partir de la Constitución, las provincias delegaron al flamante Estado Nacional el ejercicio de las Fuerzas Armadas -siendo el Presidente de la Nación, a partir de entonces, el único Comandante en Jefe de todas las fuerzas armadas de la Nación (Art. 99, inc. 12). Este fue uno de los requisitos necesarios para la constitución de la República, y uno de los principales compromisos  asumidos por las provincias ya en el Acuerdo de San Nicolás del 31 de mayo de 1852 (art. 15)
.
La misma Corte reconoció estos antecedentes para fundamentar su competencia en los litigios interprovinciales: “como se sabe, la cláusula supone conferir al más alto Tribunal de la República la trascendente misión de derimir los conflictos interprovinciales, propósito inspirado, sin duda, en la penosa y prolongada secuela de discordias entre las provincias que siguió al inicio de nuestra vida independiente”
, recordando asimismo que su aplicación por parte del Tribunal ha sido “afortunadamente muy poco frecuente”. 
Citando la opinión de Joaquín V. González, sostuvo que los conflictos interprovinciales podían comprometer la tan trabajosamente acordada unidad nacional y su competencia tiene su razón de ser en impedir que, apelando a las armas, se disolviese el vínculo federativo
. De este modo, “el delicado equilibrio del sistema federalista, que asegura la armonía y el respeto recíproco de los estados provinciales — y la de éstos con el poder central— requería que, como medio de garantizar la paz interior, la Corte Suprema interviniese para resolver las querellas entre estos organismos autónomos partes del cuerpo de la Nación, en ejercicio de las facultades que le conciernen como intérprete final de la Constitución y con la sola exigencia de que tales quejas asumieran la calidad formal de una demanda judicial (Fallos: 165:83, entre otros)”
. 

Y citando a Montes de Oca: “‘las relaciones interprovinciales están regladas por una norma invariable de gobierno. Las provincias no pueden celebrar tratados entre sí, si no es acerca de los objetivos netos y explícitos determinados en la Constitución. En cuanto a sus diferencias políticas, lo hemos dicho ya, las provincias no tienen personería para discutirlas por su propia autoridad; en consecuencia sus cuestiones deben ser sometidas al gobierno federal, deben ser sometidas a alguna autoridad superior que prevenga las conflagraciones armadas, y esa autoridad no puede ser otra que la Corte Suprema. El art. 109 es fruto de nuestros antecedentes; está impuesto por nuestra luctuosa historia civil; sin él la tranquilidad del país peligraría y, como sabemos, ha sido uno de los primordiales objetivos que la Constitución se propuso alcanzar. La facultad dada a la Corte de dirimir los conflictos de las provincias entre sí es una garantía de paz, cuya eficacia ha podido demostrarse después de nuestra organización. Las provincias no han sido ensangrentadas por esas luchas externas (podrían denominarse así) de que dieron tantos y tan repetidos ejemplos durante la gestión de nuestra nacionalidad; los movimientos sediciosos observados después de la reorganización han sido alzamientos en armas de una provincia o de parte de una provincia contra el gobierno nacional; pero las luchas y disensiones de las provincias que espían sus movimientos recíprocos, a causa de celos y de rivalidades, se han acabado en virtud de lo dispuesto en el art. 109’ (Manuel A. Montes de Oca, ‘Lecciones de Derecho Constitucional’, t. 2, p. 455)”
. 

En definitiva, “la jurisdicción está limitada a las disputas que entre estados enteramente independientes podrían ser materia de un arreglo diplomático”
, lo cual implica afirmar que, tratándose de estados autónomos que integran un único estado nacional bajo el régimen federal, sus disputas no podrían ser dirimidas ni por la fuerza ni por un tribunal internacional, sino por un órgano interno del propio estado nacional, en este caso la Corte Suprema.
El cimero Tribunal reconoció como antecedente del art. 127 CN a la constitución norteamericana, al sostener que era en el estudio de los antecedentes norteamericanos donde podían encontrarse los fundamentos de esta intervención de la Corte como árbitro final de semejantes conflictos y la naturaleza misma de los alcances de aquélla
. Sin embargo, en su voto en disidencia, el ministro Fayt sostuvo que “el art. 109 [actual 127]… tiene origen en el derecho constitucional latinoamericano y no se halla en la Constitución de los Estados Unidos. La toma Alberdi de la Constitución de Nueva Granada y el constituyente argentino adopta la norma por él propuesta con leve variante en un término”
. Este artículo proviene inalterable del antiguo art. 106 según texto de la Constitución de 1853, luego 109 con la reforma de 1860 y se encuentra en el art. 106 del Proyecto de Alberdi en los idénticos términos, salvo por la sustitución del término “Gobierno general” por el de “Gobierno federal”, operada en 1860. 
4. La Jurisdicción “Dirimente” 
Evidentemente la jurisdicción de la CSJN no es la misma en el caso de los Arts. 116 y 117 que la que surge del art. 127. Aquellos habilitan la competencia de la Corte en “los asuntos en que la Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos o más provincias” (Art. 116). Y el art. 127, que prohíbe a las provincias recurrir a la guerra, habilita como único medio la demanda ante la Corte. Esta viene a ser, así, una función “sustitutiva de otras vías (negociación, acuerdo), para arreglar esas controversias, y que la solución de estos conflictos no depende de las mismas consideraciones, ni está gobernada por las mismas reglas que se aplica para decidir cuestiones similares de derecho privado. No hay aquí, pues causa civil en el sentido judicial de este vocablo; el art. 127 refiere a las relaciones políticas provinciales, donde la Corte tiene ‘amplias facultades para determinar el derecho aplicable al litigio’ (dictamen del procurador general Díaz Vélez, Fallos, 166:358). No se trata, por ende, de los pleitos del art. 117”
.   
Al tratarse de conflictos entre personas jurídicas de derecho público, “estados soberanos e independientes entre sí”
, que componen una “unión indestructible de estados indestructibles”
, surge necesario la aplicación de normas del derecho de gentes en lugar de la legislación civil nacional, cuyas pautas de decisión deben estar precedidas por los valores supremos que rigen en nuestro país, como el bien común, la seguridad, la paz, y aún de los principios del derecho internacional, más que por el derecho privado, pues se trata de diferencias de naturaleza política, es decir, son “reclamos provenientes no de actos antijurídicos de una provincia a otra (conflictos de derecho tramitables por los procesos ordinarios), sino de actos contrarios a la cortesía interprovincial (una suerte de comitas gentium), o de diferencias políticas (de programas de acción) realizadas por una provincia que aunque no sean ilegales, pueden perjudicar a otra”
. 
Siguiendo a Cano
, debemos tener en cuenta cuatro aspectos que nos permiten concluir la existencia de una jurisdicción dirimente: 
En primer lugar, el art. 127 se encuentra dentro del Título 2º “Gobiernos de Provincia” y no en el dedicado al Poder Judicial (Parte 2ª parte, tít. 1, sec. 3ª). 
En segundo lugar dicha jurisdicción “dirimente” es creada en sustitución de la guerra entre provincias, lo que nos da la pauta de ser una vía de solución de conflictos políticos, donde la CSJN debe actuar más como árbitro que como juez; 
En tercer lugar, la Suprema Corte de los EE.UU., en una interpretación de una cláusula similar a la nuestra, dijo que esa jurisdicción “es mucho más de naturaleza política y diplomática que judicial”
 y que “la jurisdicción y el procedimiento ante esta Corte en las causas entre estados difiere de los casos de demandas entre particulares… nace de la propia génesis de la creación de los poderes que la Constitución le confirió como sustituto para el arreglo diplomático de las controversias entre entes soberanos y una posible respuesta al uso de la fuerza. Jurisdicción… limitada a las disputas que entre estados enteramente independientes podrían ser materia de un arreglo diplomático… ante un daño o gravamen a su capacidad cuasi soberana”
. Finalmente, el Superior Tribunal Suizo ha dicho que las relaciones intercantonales son de naturaleza política y administrativa y no de derecho civil, el que es inaplicable en tales casos
, como tampoco lo es el Código Civil en las relaciones interprovinciales argentinas.
En “Provincia de La Pampa c/ Provincia de Mendoza”, el ministro Fayt sostuvo que  “mediante las quejas que prevé el art. 109 [actual 127] la Constitución Nacional ordena que el Tribunal resuelva aquellos conflictos entre los estados provinciales que no tienen solución dentro de cada provincia, ni en el ámbito de la justicia Nacional, tal como éste es delimitado en el art. 100 [actual 117] de la Ley Fundamental, ni en la esfera de competencias de otros poderes como es el tema del art. 67, inc. 14, de aquella [actual 75, inc. 15]. Tienen un carácter diverso al de otros casos en que participan las provincias y cuyo conocimiento también corresponde de manera originaria al Tribunal. No se trata de una ‘causa civil’ en el concepto desarrollado por las leyes reglamentarias de esa competencia [por ejemplo la ley 48 o el decreto-ley 1285/58] y tal como la concibió la jurisprudencia de esta Corte. La competencia originaria en aquellas quejas requiere tan solo la existencia de un conflicto entre diferentes provincias producido como consecuencia del ejercicio de los poderes no delegados que son el resultado del reconocimiento de su autonomía”
. Y más adelante, realizando una interpretación literal de los términos empleados en la norma, sostuvo que “dirimir no es juzgar, y por ello es función que si la Constitución Nacional confió a jueces, lo fue en razón no de la índole de la tarea sino de una preferencia del constituyente en el reparto de tareas que efectuó… juzgar es ‘deliberar, quien tiene autoridad para ello acerca de la culpabilidad de alguno o de la razón que le asiste en cualquier asunto, y sentenciar lo procedente’; dirimir es ‘ajustar, fenecer, componer una controversia’ (Academia)”
. 
Se trata pues de una función no judicial -ya que no hay aquí causa civil ni controversia de las que ordinariamente resuelven los jueces-, que obra como una garantía de paz entre sujetos de derecho público integrantes de una federación. 
5. Principios aplicables. 

La decisión del constituyente de atribuir esta facultad dirimente a la CSJN -que es un tribunal de justicia y que está constantemente avocado a tomar decisiones fundadas en derecho- prefiriéndola a los dos restantes poderes del Estado, manifiesta el deseo de que sean en el ámbito del derecho que las quejas interprovinciales se resuelvan
.
Sin embargo, como se sostuvo anteriormente, este tipo de conflictos escapan a las potestades regulares de los jueces y no siempre encuentran solución en las leyes. Ante ello, la misma Constitución establece algunas guías: “como son las que surgen de su Preámbulo, en especial, para el caso, el constituir la unión nacional, asegurar la paz interior y promover el bienestar general. A esta guía normativa deberán los magistrados agregar el uso de la razón, el conocimiento de la realidad, la comprensión del pasado y la proyección de las consecuencias futuras”
. 

La naturaleza política de tales conflictos y de los sujetos intervinientes exige, para su solución, la aplicación tanto de normas federales, normas locales y normas del derecho internacional, según lo requieran las circunstancias. “Estas cuestiones, de naturaleza muchas veces compleja, concernientes a las relaciones políticas entre los estados (Fallos: 166:358, dictamen del Procurador General, Dr. Horacio R. Larreta), requieren para su solución que se otorguen al Tribunal amplias facultades para determinar el derecho aplicable al litigio. Que, en principio, será el derecho constitucional nacional o comparado y, eventualmente, si su aplicación analógica es posible, lo que la Corte norteamericana denomina "common law federal" y el derecho internacional público”
. 

Resulta así aplicable, en primer lugar –y de modo ineludible- los preceptos de la Constitución Nacional, del Derecho Federal Argentino y, si las circunstancias lo ameritan, sería admisible la aplicación del derecho comparado
, del derecho internacional público y del derecho consuetudinario internacional. 

En el caso “Provincia de La Pampa c/ Provincia de Mendoza”, donde se discutían cuestiones sobre aprovechamiento de ríos interprovinciales, la Corte rechazó la aplicación de normas del derecho privado interno (en el caso disposiciones sobre la posesión y las acciones que la protegen y los arts. 2645 y 2646 del Código Civil o la aplicación de la acción turbatoria de la posesión
, invocados por la provincia actora para fundar su pretensión) y aplicó por directa analogía normas del derecho internacional, como el principio del aprovechamiento equitativo o de soberanía limitada, que ha recibido consagración en el derecho internacional -“donde se lo reconoce como una doctrina idónea para resolver conflictos de esta naturaleza al punto que… se ha convertido en una norma de derecho consuetudinario”
- al que además ambas partes han acudido como fuente alternativa para la decisión del litigio. 

Así, sostuvo que “los razonamientos precedentes llevan al Tribunal a la convicción de que para resolver la presente causa en el aspecto referente a la utilización de las aguas del río Atuel es menester tomar en consideración las normas que pueden ser asumidas como costumbre en el derecho internacional, los principios vertidos en diversas convenciones, resoluciones y declaraciones internacionales que traducen un consenso generalizado de la comunidad internacional y los propios criterios de nuestro país, reflejados normativamente, en cuanto presuponen el carácter de recurso natural compartido de los cursos de agua internacionales y afirman el concepto de una participación equitativa y razonable”
.

Rigen, sin embargo, los principios rectores del proceso civil, entre otros, que la queja asuma la calidad formal de una demanda judicial (art. 330 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y, en cuanto a carga probatoria, en el precedente “Provincia de La Pampa”, la CSJN siguiendo el principio general en materia probatoria, puso a cargo de la parte actora la acreditación de los extremos invocados, pero prescindió de la autolimitación que supone el reclamo de la actora, en un intento de desentrañar la verdad real más que la formal, propia de las contiendas civiles
. Citando a su par norteamericana, dijo que “en oposición al proceso ordinario que es juzgado por una pauta de ‘predominio de evidencia’ (preponderance of the evidence), para decidir sobre la regulación sobre el uso de las aguas es necesaria una prueba terminante del derecho porque ‘el daño que puede resultar de romper con los usos establecidos es indudable e inmediato, mientras que los beneficios potenciales pueden ser especulativos y remotos’”
. Dado que en estos casos se plantea un daño o gravamen a la capacidad cuasi soberana de una provincia, “la carga de la prueba pesa sobre el estado demandante de manera más acabada que si se tratara de igual exigencia en un juicio ordinario entre particulares, de forma tal que para la Corte ejerza su extraordinario poder para juzgar la conducta de un estado demandado por otro, la lesión a esos derechos amenazados debe ser de seria magnitud y establecida por una prueba clara y convincente”
 
El hecho de que estos principios del Derecho Internacional resulten aplicables a la contienda, no implica confundir este instituto con el arbitraje internacional. Por un lado, las provincias no pueden limitar la competencia de la Corte ni encausarla del modo que se conviene y se delimita los poderes de un árbitro, la indisolubilidad de la unión que implica la federación exige una solución que dirima definitivamente el conflicto. El arbitraje internacional presupone consentimiento de las entidades que a él se someten, en cambio en el sistema de la Constitución, el arbitraje está impuesto a las provincias o “se diría, quizá, que lo está por propia voluntad, por el llamado pacto de las entidades provinciales, y en suma, como un acto emanado de la soberanía del pueblo de la Nación, expresado por sus representantes, según declaración expresa del Preámbulo”
.  

6. Conflictos entre Provincias 

La estructura federal se basa en tres relaciones básicas
 presididas por sus respectivos principios: la de subordinación y su principio correlativo, el de solidaridad, la de participación (o de colaboración o de inordinación), y su principio respectivo, el de participación y la de cooperación, regida por el principio de subsidiariedad. 
La primera implica sujeción a un único orden jurídico superior (expresado en la Constitución y en las leyes que en su consecuencia dicte el Congreso), en el que se equilibran el principio de unidad con el de pluralidad, el cual se desprende de los arts. 5º, 31, 123, 75 inc. 22 y 24, y 128
, que tiende a la concreción del principio de solidaridad en uno de sus aspectos claves: la unidad. La relación de participación, significa la colaboración de las provincias en la toma de decisiones del gobierno federal expresada en las leyes del Congreso de la Nación, a través de la Cámara de Senadores, cuya composición garantiza la representación paritaria de las provincias. Por último, la relación de coordinación tiende a la aplicación del principio de subsidiariedad, y se instrumenta a través del deslinde de competencias entre la Nación y cada una de las provincias.
La Corte ha sostenido que todas las relaciones de las provincias entre sí y con la Nación, en función del destino común que deben afrontar, deben estar presididas por el principio de solidaridad, que es una aplicación del principio de lealtad federal
.  
Ello implica, entre otras obligaciones que asumen los sujetos federales
, como hemos visto, la de dirimir sus controversias ante la Corte Suprema. Obligación que se desprende, además, de la aplicación del principio de igualdad político-jurídica de las provincias. 
El hecho de que las provincias hayan renunciado a cierto cúmulo de poderes que poseían en su calidad de soberanas para la constitución, entre todas, de un único estado, implicó renunciar a su potestad de dirimir conflictos por medios de hecho –como la guerra-, la cual es contraria a la naturaleza misma del Estado federal. Cabe aclarar que en el caso de que dos o más provincias recurrieran a la guerra para dirimir sus conflictos, dichas hostilidades serían consideradas como actos de guerra civil, calificados de sedición o asonada (art. 127), lo cual habilita la intervención federal como última ratio en los términos del art. 6º CN, en tanto garantía federal de las autoridades locales “para sostenerlas o reestablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia”. Si dichas hostilidades tuvieran inicio, el órgano encargado de repelerlas sería el Poder Ejecutivo Nacional, en tanto concentra en sus manos el monopolio de la fuerza pública (las tres Fuerzas Armadas, Gendarmería Nacional, Prefectura Naval Argentina y Policía Federal).
Si bien algunos autores sostienen que la cláusula del Art. 127 al referirse a las guerras entre provincias, ha perdido actualidad, pues no se han registrado desde la constitución del Estado Nacional guerras civiles entre provincias (con excepción de algunos levantamientos armados que no pasaron a mayores en las décadas de 1860 y 1870), compartimos la tesis de Linares Quintana que le otorga al artículo en cuestión un significado más amplio interpretado a la luz de los hechos actuales, al sostener que este artículo es una manifestación más de la Garantía Federal al asegurar a las provincias “su existencia, indestructibilidad, integridad territorial, así como el fundamental principio de igualdad entre ellas, con la prohibición de las vías de hecho o la lucha o guerra, inclusive en el terreno económico”
, en concordancia con el deber del Congreso de “proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincia” (Art. 75, inc. 18), “de fomento y promoción de las relaciones interprovinciales en un plano de armonía, respeto recíproco, concordia, solidaridad, cooperación y cortesía constitucional, evitando el enfrentamiento competitivo, la lucha y hasta la guerra, incluyendo ésta en el plano económico”
, aspectos todos ellos que el autor menciona dentro de la Garantía Federal a la cual están llamados los tres órganos supremos del gobierno federal a efectivizar. 
7. El principio de igualdad política-jurídica. 

Bien sea que se acepte que las provincias son soberanas o autónomas
, en el estado federal argentino rige el principio de la igualdad político-jurídica de estas. Es a ello a lo que se refiere Alberdi en sus Bases cuando decía: “es necesario reconocer que, a pesar de las diferencias que existen entre provincias bajo el aspecto del territorio, de la población y de la riqueza, ellas son iguales como cuerpos políticos. Puede ser adverso su poder, pero el derecho es el mismo”
.  
Esta igualdad, sin embargo, no importa la igualdad económica: “la garantía constitucional de la igualdad entre los estados que forman una federación, no importa la igualdad económica”
. 
Joaquín V. González sostuvo que la adjudicación a la Corte de las causas pertinentes estaba fundada en la necesidad de establecer la más perfecta igualdad entre las provincias
. Sostenía este autor que “su adjudicación a la Suprema Corte está fundada en la necesidad de establecer la más perfecta igualdad entre ellas, desde que ninguna puede ser a la vez juez y parte, como resultaría si sus propios tribunales pudiesen entender en sus pleitos o querellas. La Constitución quiso que después de largos años de guerra civil entre las provincias tuviesen un juez común para sus contiendas de derechos, porque no apelasen a las armas y disolviesen el vínculo federativo; y al manifestar que ninguna provincia puede declarar ni hacer la guerra a otra provincia -agrega, confirmando los poderes de la Suprema Corte- que sus quejas deben ser sometidas a ella y dirimidas por ella”
. 
En su voto en disidencia, sostuvo el Ministro Fayt que “a lo dicho por estos maestros desde el pasado puede hoy añadirse que en circunstancias más pacíficas, ese ‘juez común’ debe atender no sólo a la paz interior sino además al bienestar general, así pudo decir la Corte en Fallos: 178:19 que ‘la Constitución ha querido hacer un solo país para un solo pueblo; no habría nación si cada provincia se condujera económicamente como una potencia independiente. Pero no se ha propuesto hacer una nación centralizada. La Constitución ha fundado una unión indestructible pero de estados indestructibles (arts. 13 y 67, inc. 14). Los constituyentes actores y testigos presenciales del proceso que tuvo su término en la Constitución de 1853, establecieron una unidad, no por supresión de las provincias, camino que había obligado a desahuciar una terrible experiencia, sino por conciliación de la extrema diversidad de situación, riqueza, población y destino de los catorce estados y la creación de un órgano para esa conciliación, para la protección y estímulo de los intereses locales, cuyo conjunto se confunde con la nación misma… Esta Corte sentirá por todo lo expuesto que ha cumplido con eficacia la labor que la Constitución Nacional le encomienda si su decisión lleva a los litigantes a cobrar cabal conciencia de que son partes de una misma Nación, y que por ello importará más en definitiva a sus intereses la solución en común de sus problemas que la satisfacción de sus pretensiones primarias’”
. 
Esta igualdad se traduce en el hecho de que las provincias se encuentran en a mismo nivel y por tanto ninguna puede imponerse sobre las demás. Este hecho habilita la instancia dirimente del art. 127 – ya que, como sostuvo la Suprema Corte de EEUU en Kansas v. Colorado, “si los dos Estados fueran naciones absolutamente independientes, sería fijada por un Tratado o por la fuerza”
 - a la vez que constituye el principio rector que debe presidir las decisiones de la Corte: “la norma cardinal que rige las decisiones de la Suprema Corte en las controversias entre estados es la misma que controla los fallos de los Tribunales Internacionales, a saber, la de la igualdad de derechos entre las partes contendientes. El Alto tribunal, como un Tribunal Internacional, debe arreglar de tal manera que reconozca los derechos iguales de ambas partes, y a la vez, establezca justicia entre ellas”
. 
8. La negociación como medio de solucionar el conflicto

La Corte ha sostenido –citando a la Suprema Corte Norteamericana- que “el motivo de la prudencia judicial en adjudicar los derechos de los estados… se debía a que mientras la Corte tenga competencia en esas disputas, ‘debemos recordar que involucran los intereses de cuasi soberanos, presentan cuestiones delicadas y complejas y debido a la posibilidad de una futura alteración de las condiciones existentes, requieran más de una experta administración que de la decisión judicial basada sobre reglas demasiado estrictas. Tales controversias podrían resolverse mediante la negociación y el acuerdo en el marco de la cláusula de los tratados de la Constitución’. Este era a juicio del Tribunal el medio más adecuado” 
.  

Esta instancia ante la CSJN puede ser utilizada como un medio de lograr entre las partes contendientes, la resolución pacífica por medio de acuerdos entre estas. Pues, la naturaleza de estos conflictos encuentra como único medio, para su solución pacífica, la cooperación plena y amistosa entre los estados y “constituye una situación especial -una realidad, una condición natural única- que sólo puede regularse mediante acuerdos entre los estados del sistema como resultado de negociaciones celebradas de buena fe”
.    
Estas negociaciones -reconoció la Corte en el caso “Prov. de La Pampa c/ Prov. de Mendoza”- han de reflejar la buena voluntad y no ha de encubrir una mera formalidad. No podría reducirse a exigencias puramente formales, como la de tomar nota de las reclamaciones, protestas o disculpas presentadas por un estado y que “consisten no sólo en entablar negociaciones, sino también en proseguir éstas lo más lejos posible con miras a concertar acuerdos, aun cuando la obligación de negociar no implica la de llegar a un acuerdo”
. Esta obligación de procurar acuerdos negociados deriva de las exigencias del derecho internacional consuetudinario a la luz de su evolución actual. 
En concordancia con lo sostenido anteriormente acerca de que la jurisdicción dirimente es una función sustitutiva de otras vías para arreglar este tipo de contiendas, la Corte –citando a su par norteamericana- sostuvo que “los convenios y los acuerdos mutuos deberían, en lo posible, ser el medio de solución en lugar de la invocación de nuestra potestad jurisdiccional”
, pero que aún en el caso de que se recurra a su jurisdicción, “‘... ordenarles que negocien es… una manera justificada en este caso de ejercer la función judicial’ (Schwebel, informe cit., p. 26)”
.

Siguiendo este criterio, en el mismo precedente, la Corte dispuso, a modo de recomendaciones, que “las partes deberán negociar de buena fe y con espíritu de buena vecindad con miras a lograr un acuerdo que regule su participación razonable y equitativa”
 en cuanto a usos futuros en el aprovechamiento común del río Atuel -bajo disputa en esta causa- y en su Decisorio ordenó “3). Exhortar a las partes a celebrar convenios tendientes a una participación razonable y equitativa en los usos futuros de las aguas del río Atuel, sobre la base de los principios generales y las pautas fijadas en los considerandos de esta sentencia”
, entre ellos, que la “cooperación ha de procurarse a través de negociaciones que, para cada caso concreto, precise cuál es la participación equitativa y razonable a que tiene derecho cada estado y, de ser conveniente, determine cuáles han de ser los mecanismos o procedimientos adecuados para la administración y gestión del curso de agua”
. 
Es de notar aquí que este tipo de decisorio surge de la naturaleza misma de la jurisdicción del órgano encargado de la resolución del conflicto, en la que no se ordena la aplicación de tal o cual ley o tratado, sino más bien de conciliar los intereses en juego. 

9. Caso “Provincia de La Pampa C/ Provincia de Mendoza” 
El 03 de diciembre de 1987, la CSJN tuvo la oportunidad de fallar, por primera vez en su historia, un conflicto interjurisdiccional entre dos provincias argentinas
, siendo la oportunidad propicia para “que en esta ocasión precise la Corte la índole de estas quejas, el sentido de su decisión por ella y los medios conducentes a esa decisión” (voto en disidencia del Ministro Fayt). Linares Quintana -citando la opinión de Agustín de Vedia y de Perfecto Araya- sostiene que el precepto no ha tenido aplicación alguna (al momento de escribir su obra, en 1987). 
En este caso, la Provincia de La Pampa reclamaba ante la Corte un uso razonable del caudal del Río Atuel por parte de la Provincia de Mendoza (cuyo curso atraviesa ambas provincias), impedido por la realización de un dique realizado por esta provincia, pidiendo se condene a la demandada a no turbar la posesión que ejerce y le atañe sobre las aguas públicas interjurisdiccionales que integran la subcuenca del río Atuel y sus afluentes.
Había invocado además el principio de igual al que tuvo acceso La Pampa cuando fue provincializada y –consecuencia de ello- que en sus relaciones los estados se rigen por las formas y principios del derecho internacional público, como lo reafirman opiniones doctrinarias y la jurisprudencia de la Corte. Estos principios prohíben usar abusivamente de un derecho alterando las condiciones de un recurso natural, y que la Provincia de Mendoza ha abusado de su derecho, ya que utiliza las aguas del río Atuel en forma irracional y deficiente sin respetar los principios de buena fe y que hacen a las buenas costumbres entre los vecinos. 
La Provincia de Mendoza alegó a su favor ley nacional 12.650 y un contrato celebrado con el gobierno federal el 17 de junio de 1941 - cuando La Pampa era aún Territorio Nacional, y como tal administrada por el aquél - por el cual se le concedía el aprovechamiento exclusivo de este río, atribuyendo a este último la decisión política de afianzar el desarrollo del sur mendocino aun a sabiendas de que ello significaba privar de agua al territorio de la provincia vecina. 
La Corte
 finalmente declaró que el río Atuel era interprovincial y que el acuerdo celebrado entre el Estado nacional y la Provincia de Mendoza (de 1941) no tenía efecto vinculatorio para la Provincia de La Pampa; rechazó la acción posesoria promovida por la Provincia de La Pampa (por ser disposiciones del derecho privado inaplicables a este tipo de causas) y las pretensiones de que se regule la utilización en forma compartida entre ambas provincias de la cuenca del río Atuel y sus afluentes, pero exhortó a las partes a celebrar convenios tendientes a una participación razonable y equitativa en los usos futuros de las aguas del río en disputa, sobre la base de los principios generales y las pautas fijadas en los considerandos de la sentencia. 

En este extenso fallo, la CSJN sentó precedente desplegando su doctrina respecto de la jurisdicción dirimente y afirmó las bases para su ejercicio, su naturaleza política y jurídica y el derecho y los principios aplicables. 
10. Conflicto entre poderes públicos de una misma provincia. 

En el texto de la Constitución de 1853 se preveía expresamente la competencia de la Corte en conflictos suscitados entre los poderes de una misma provincia. El viejo art. 97 disponía al efecto que “corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Confederación el conocimiento… de los conflictos entre diferentes poderes públicos de una misma provincia”. Sin embargo, en 1860 se suprimió esta facultad, en un avance hacia un federalismo más acentuado, asegurando de esta manera la autonomía de las provincias que podría verse seriamente perjudicada si uno de los poderes del gobierno central tuviera en sus manos la facultad de dirimir conflictos internos de entidades soberanas en lo que les respecta (es decir, en aquellas competencias no delegadas al gobierno federal). 
Siguiendo este criterio, la Corte ha sostenido desde lejana data (circa 1880) que los conflictos entre los poderes públicos de un mismo nivel de gobierno deben ser resueltos por el poder judicial local, principio que se desprende de los arts. 5º, 121, 122 y 123, CN (en su actual numeración).  
Así, en un caso en el que se solicitó ante la CSJN la declaración de inconstitucionalidad de la percepción de un impuesto que no había sido establecido por la legislatura, sino por el ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, aquella resolvió que “el examen de la cuestión así presentada escapa por su naturaleza a la jurisdicción originaria de esta Corte, por cuanto, como ésta lo ha declarado en fallo reiterados, la disconformidad existente en los actos del Poder Ejecutivo de una provincia y las sanciones legislativas de la misma no podrían ser materia de revisión por el Poder Judicial de la Nación, a menos de desconocer la facultad reservada a las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas sin intervención del Poder Federal (Fallos, 154:250, entre otros)”
. 

Por su parte, el Procurador General en su dictamen –al que se remitió también la Corte- había sostenido que “la jurisdicción originaria de V. E. está supeditada a restricciones que son inherentes al sistema de gobierno establecido por la Constitución y al respeto que merecen las autonomías de provincias en todos los poderes no delegados a la Nación”
. 
Se excluye además “de esa competencia las causas en que se ponen en cuestión los actos públicos realizados por los funcionarios provinciales”
, por lo que tampoco corresponde invocar la competencia de la Corte en base al Art. 117. 

Respecto al art. 127, sostuvo que “la atribución dada a este Tribunal tiende a resolver los conflictos entre Estados por diferencias de orden político, o sea aquellas que no tienen solución dentro de cada provincia y con los resortes de gobierno organizados por la misma, de suerte que ya no es el caso de amparar la autonomía de las provincias que es el fundamento de la doctrina mencionada”, pues “ello saldría de la órbita de su competencia, invadiendo los poderes reservados a los tribunales provinciales”
.  
En conclusión, puede conocer la CSJN, pero sólo en grado de apelación después de agotada la jurisdicción local y siempre que medien los requisitos establecidos por el art. 14 de la Ley Nº 48 de Recurso Extraordinario Federal. 
Sin embargo, tratándose de un caso de conflictos políticos entre poderes públicos, y en la hipótesis de que el caso llegue a la Corte por vía del Recurso Extraordinario, aparece el interrogante de si debe -o puede- la CSJN aplicar aquí también su jurisdicción dirimente. 
No considero aplicable aquí los criterios esbozados anteriormente respecto de la jurisdicción dirimente, ya que estos conflictos se traducen en conflictos de competencias, y para su resolución basta una adecuada interpretación de la Constitución Nacional. Tampoco podrían ser resueltos mediante negociaciones o convenios, ya que ello implicaría operar una modificación de la Constitución (sea la nacional o la provincial) por parte de los poderes constituidos, violentando el procedimiento establecido expresamente para ello. 

11. Tipo de Conflictos. Conflictos sobre límites. 

Las “quejas” a que se refiere el art. 127, pueden referirse a la violación del derecho a la existencia, a la igualdad, a la indestructibilidad, a la integridad territorial, al respeto recíproco y a la cortesía institucional de las provincias “que pueden llevar a la guerra entre ellas, no sólo por la fuerza de las armas sino también en el campo económico”
. Pueden manifestarse en la determinación del aprovechamiento del caudal de un río interprovincial o en cuestiones sobre libre circulación de personas o bienes, entre otros; son en definitiva -al decir de Sagüés
- actos contrarios a la cortesía interprovincial o de diferencias de programas políticos que pueden perjudicar a otra provincia.  
Cabe aclarar que en el particular caso de conflictos interprovinciales respecto de límites, el órgano dirimente de tal conflicto es, según se desprende del art. 75, inc. 15, el Congreso de la Nación, pues es éste el que tiene la facultad de fijar los límites de las provincias. Este es un caso excepcional, y como tal expresamente establecido en la Constitución.  
Algunos autores –como Quiroga Lavié- enumeran a los conflictos sobre límites entre aquellos casos que habilitan la instancia del art. 127, aunque luego aclara que lo es “a partir de que ellos ya hayan sido fijados por el Congreso”
. Por su parte, Ekmekgjian, enumera como excepción a las causas sobre límites interprovinciales, “que deben ser resueltas por el Congreso; aunque, en estos casos, con frecuencia las propias provincias litigantes lo han sometido a la jurisdicción de la Corte como árbitro”
. Este ha sido el caso de la cuestión de límites sometida a la Corte por las provincias de Buenos Aires, Santa Fe y Córdoba
. 
En definitiva, la misma Corte ha sostenido que la facultad del Congreso de fijar los límites interprovinciales (art. 75, inc. 15, CN) no excluye su jurisdicción en los casos de los arts. 116, 117 y 127 CN para entender en cuestiones de límites entre provincias, “siempre que la resolución que haya de dictarse no implique forzosamente la determinación de los límites referidos o la modificación de los determinados por el Congreso”
. 

12. Conflictos entre Provincia y Nación

Siempre que el Estado federal litigue contra una provincia, la causa será de competencia originaria de la Corte, al igual que si se traba entre una provincia y una entidad autárquica del Estado Nacional o con una sociedad anónima con participación mayoritaria de éste
. Ello surge así de lo dispuesto por los arts. 116 y 117. 
Sin embargo, el art. 127 del cual se desprende la jurisdicción dirimente se refiere exclusivamente a controversias entre provincias, sin hacer referencia a conflictos entre alguna provincia y el gobierno federal.
¿Resulta de aplicación el Art. 127 –aún por analogía- a las controversias suscitadas entre el Estado Nacional y alguna/s provincia/s?

Para ello, debemos considerar previamente si ha existido conflicto entre provincia y nación en el que no haya habido violación de una norma positiva, sino más bien un daño como resultado de la aplicación de un programa político o de una acción de gobierno. 

En la mayoría de los fallos de la CSJN consultados, la competencia de la Corte surge, en este tipo de conflictos en que intervienen una provincia y el Estado Nacional, de los arts. 116 y 117 CN.
Debemos tener bien en claro que la jurisdicción dirimente surge en aquellos casos en que un Estado perjudica a otro en un obrar que no es antijurídico -es decir, que no es violatorio de una norma del derecho positivo vigente- sino más bien como el resultado de una decisión política que le atañe como ente político estatal. 

No ha habido en los anales jurisprudenciales de la CSJN un caso en que alguna provincia se haya visto afectada por el accionar exclusivamente político del Estado Nacional –al menos que haya llegado a los estrados de la Corte en forma de demanda- que pudieran habilitar la jurisdicción dirimente. 

Debemos resaltar que las relaciones entre provincias no es de la misma naturaleza que las relaciones entre provincias y Estado Nacional. En aquellas rige el principio de la absoluta igualdad, por tanto cualquier disputa entre ellas que asuma la naturaleza de conflicto político debe ser resuelto en base a los principios más que de solidaridad, de buena fe y cortesía en las relaciones interprovinciales, armonizando sus intereses contrapuestos. En las relaciones Estado Nacional-provincias, no debemos olvidar que existe, por imperio de la Constitución Nacional, un deslinde de competencias, es decir que a cada cual le corresponden determinadas funciones (arts. 121 y 126), con potestad exclusiva en su propio ámbito. 

La Corte ha tenido oportunidad de afirmar que en caso de conflictos de competencias (en este caso la naturaleza de estas contiendas es legal, pues están en juego las disposiciones de la Constitución Nacional, que en sí es un pacto que distribuye las competencias entre los sujetos federales) debe primar el “interés federal”. No estamos aquí, en consecuencia, en el terreno del principio de la igualdad político-jurídica: “las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera, ni directa ni indirectamente, la satisfacción de servicios de interés público nacional (Fallos: 259:413) con independencia de los defectos transitorios de su prestación. Y en Fallos: 257:159 se declaró que las facultades de las provincias, por importantes y respetables que sean, no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás Estados autónomos y de la Nación toda”
.  

Ello en el campo de competencias propias. Sin embargo en las relaciones federales existen también competencias compartidas entre ambos niveles de gobierno (el provincial y el federal) que exigen fórmulas de negociaciones y de acuerdos entre aquellos. Son aquellas competencias que exigen para su cumplimiento y ejecución la acción concertada de los niveles titulares de la potestad, es decir, que no pueden decidirse ni ejecutarse unilateralmente, sino en decisión y acción conjuntas. 
Un ejemplo de ello lo constituye el sistema de coparticipación federal de impuestos. En este sistema, dado su estructura asimilable a la de “vasos comunicantes”, la acción de una de las partes impacta ineludiblemente sobre las demás, por ello se exige la acción mancomunada de todas las partes interesadas, ya que, por ejemplo, la modificación de la alícuta de un impuesto alteraría la cuota coparticipable de las provincias. Este ha sido el caso de las denominadas “retenciones móviles” a las exportaciones agropecuarias, que si bien en principio son competencia exclusiva y excluyente del gobierno nacional (Art. 75, inc. 1º, CN), no es menos cierto que afecta el monto de las recaudaciones del impuesto a las ganancias que sí es coparticipable (art. 75, inc. 2º, CN), disminuyendo el porcentaje de las provincias. 
Un conflicto de este tipo habilitaría una especie de jurisdicción dirimente en los términos sustentados más arriba o bien podría encausárselo como una causa judicial (en los términos de los arts. 116 y 117, CN, ya que existen disposiciones legales que prevén la cuestión, además de la Constitución, la Ley Nº 23.548 y distintos Acuerdos y Pactos en materia tributaria). 
Sin embargo, es de rescatar que más allá del encuadre que se le dé a la contienda resulta sumamente ventajoso la aplicación de los principios que rigen la jurisdicción dirimente, en el sentido de propiciar el arreglo pacífico mediante acuerdos y negociaciones, ello así, dada la naturaleza de las relaciones intergubernamentales que exigen la cooperación negociada de los sujetos federales.  
En efecto, la evolución actual de nuestro sistema federal de Estado hacia un federalismo de concertación, donde los pactos, acuerdos o tratados que se celebren para la coordinación de las potestades compartidas, exige ineludiblemente la presencia de un poder tercero, imparcial e independiente que dirima los inevitables conflictos que este sistema lleva insito. En este sentido, nada quita que aquella aplique los criterios sustentados anteriormente para resolver este tipo de conflictos. Como advirtiera Madison: compartir poderes significa una permanente controversia
. De esta manera, quedan resguardadas la confianza y la buena voluntad de los sujetos federales y se disminuyen los costos que implica la celebración de todo acuerdo interjurisdiccional. 
13. Conclusión

La CSJN juega un rol fundamental en la relación federal como garante de la Constitución Nacional y por ende de su principio fundamental, el sistema federal. 

Así como Alberdi sostenía insistente e incansablemente, en aquella época de constantes luchas civiles, que la paz era la condición necesaria para la prosperidad económica a que estaba llamado nuestro país a partir de la organización nacional: “He aquí el fin de las constituciones de hoy día: ellas deben propender a organizar y constituir los grandes medios prácticos de sacar a la América emancipada del estado oscuro y subalterno en que se encuentra… Hoy debemos constituirnos para tener población, para tener caminos de hierro, para ver navegados nuestros ríos, para ver opulentos y ricos nuestros estados… Estas son las necesidades de hoy, y las constituciones no deben expresar las de ayer ni las de mañana, sino las del día presente”
. Hoy, la cuestión sigue siendo política, pero en su aspecto económico. La relación de fuerza entre los distintos niveles de gobierno en el s. XIX se medía por la fuerza militar, “hoy se mide casi exclusivamente en función de indicadores económicos: producto bruto, ingreso ‘per cápita’, recursos fiscales, gasto público, etc.… la cantidad de población, porque ésta determina la capacidad de influencia de cada comunidad desde el punto de vista político”
. 
La CSJN, como custodio e intérprete final de la Constitución Nacional, tiene el deber de “garantizar que la Constitución sea en los hechos lo que le fue atribuido en sus fines”
: esto es, el más excelso programa de acción política que tiene nuestro país y al que deben aspirar y ajustarse los poderes públicos constituidos.
En una interpretación de la Constitución a la luz de los hechos actuales, debemos entender a las “quejas” y “hostilidades” no precisamente como ataques armados, sino más bien como aquellas contiendas políticas y económicas entre los sujetos federales, que diluyen los principios federales de respecto, cordialidad y buena fe poniendo en serio peligro la relación federal. 

Así, junto con el Congreso y el Poder Ejecutivo Nacional (como máximas autoridades políticas de nuestro país) tienen cada uno en su propio ámbito actuación y con los alcances establecidos en la Constitución, el deber de hacer efectiva aquella Garantía Federal a que hiciéramos referencia supra.  
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� La 2º Secc. de la Segunda Parte de la CN así lo denomina: “Poder Judicial”; es así un poder específico dentro de la estructura del Estado y juega un rol destacado en el sistema de pesos y contrapesos en que se basan las repúblicas modernas a través del control de constitucionalidad que ella realiza. 
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